ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

RADICADO: 66001 22 04 003 2019 00067

ACCIONANTE: JUAN DAVID QUIROZ RAMÍREZ
ACCIONADO: J4ºEPMS DE PEREIRA Y OTRO
ASUNTO: IMPROCEDENTE  

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal…
… la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela”. (…)
De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, corresponde a los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad estudiar los requisitos que se deben cumplir para otorgar la libertad condicional, previa la valoración de la conducta del condenado.

Revisado el auto del 2 de octubre de 2018, se observa que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, luego de estudiar los documentos  que acompañaron su solicitud de libertad condicional, resolvió negarla… 

Dicha decisión fue apelada y el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, mediante auto del 12 de diciembre de 2018 la confirmó…
Así las cosas, se puede concluir que al señor Quiroz Ramírez ha podido ejercer sus  derechos a la defensa y contradicción y en este asunto en concreto, las providencias emitidas por los despachos judiciales accionados fueron proferidas en el curso de un procedimiento con plenas garantías legales y constitucionales, toda vez que las mismas fueron sustentadas en el ordenamiento jurídico vigente que permite a los funcionarios negar el beneficio reclamado con base en la gravedad de la conducta cometida, lo que imposibilita la intervención del juez de tutela…
Por las razones antes expuestas, la Sala concluye que el amparo invocado por el actor no cumple los requisitos de procedencia frente a decisiones judiciales, toda vez que la acción impetrada busca convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo relacionado con la validez de la determinación que se ha adoptado en su caso frente a las negativas de conceder la libertad condicional al señor Juan David Carmona Restrepo, por lo que de admitirse la discusión propuesta en la demanda, sería desconocer los principios que orientan la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio contenidas en el artículo 29 de la Norma Superior.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  siete (7)  de mayo de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.0429
Hora: 3:57 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR

 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor Juan David Quiroz Ramírez en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y libertad.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

 

2.1.  El señor Juan David Quiroz Ramírez indicó que en la actualidad se encuentra cumpliendo una sentencia de 48 meses de prisión según condena impuesta por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 27 de enero de 2017 por hechos ocurridos el 7 de abril de 2016, por lo que presentó dos  solicitudes de libertad condicional ante el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, pero no fueron tramitadas con el argumento de que ya se había pronunciado al respecto, a sabiendas de que por el paso del tiempo, las circunstancias varían y en ese sentido, debió haber valorado las mismas.  Aclaró que en decisiones anteriores, la libertad condicional le ha sido negada por el juzgado accionado al considerar la gravedad de la conducta.  De tal manera, que al haber interpuesto los recursos legales pertinentes, consideró que la acción de tutela es la vía para solicitar la protección de sus derechos fundamentales y por tanto, el amparo es procedente por ausencia de motivación en las decisiones de la funcionaria demandada.

Hizo referencia a la Sentencia T-640 de 2107 en la que la Corte Constitucional amparó el derecho fundamental al debido proceso al peticionario y ordenó al  juzgado accionado que con base en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, condicionado por la Sentencia C-757 de 2014 en el entendido de que las valoraciones de la conducta punible hechas por los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad para decidir sobre la libertad condicional de los condenados, tengan en cuenta las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables. 
Solicitó que se practique inspección al expediente del proceso que se encuentra en el J4EPMS con respecto a las decisiones de primera y segunda instancia en las que se negó la libertad condicional y de los autos en los que ese despacho se abstuvo de dar trámite a las nuevas peticiones de libertad condicional.  Igualmente, pidió que se tutele el derecho fundamental al debido proceso y se decrete la nulidad de las decisiones judiciales que negaron la libertad  condicional y ordenar a las autoridades demandadas que le concedan tal beneficio (Fls.1-4). 
2.2.  Mediante auto del 23 de abril de 2019, se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se dispuso correr traslado de la misma a los juzgados demandados (Fl. 18).

3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
3.1. JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL 
Consideró que al accionante no se le está vulnerando el derecho fundamental al debido proceso.

Informó que dentro del proceso radicado bajo el No.66682310400120160099 adelantado en contra del señor Juan David Quiroz Ramírez, por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, por el cual se encuentra detenido desde el 7 de abril de 2016, se profirió sentencia el  27 de enero de 2017, a la pena principal de 48 meses de prisión y multa de 62 SMLMV e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal, negándosele la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Indicó que resolvió el recurso de apelación interpuesto en contra del auto que le negó al actor la libertad condicional proferido por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el cual fue confirmado por considerar que el mismo se ajustó a los preceptos legales y por cuanto estaba debidamente motivado.  Por lo tanto, solicitó que se negaran las pretensiones de la demanda (Fl. 12).
3.2. JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA 
Infiere que la inconformidad del accionante radica en la negativa del Despacho de estudiar nuevamente su solicitud de libertad condicional o que esa determinación de sustanciación no pueda ser objeto de recursos.

Explicó que a la fecha, existe una decisión que goza de la doble presunción de acierto y legalidad, toda  vez que mediante auto No.2979 del 2 de octubre de 2018, se negó la libertad condicional al señor Quiroz Ramírez, atendiendo la valoración de la conducta efectuada por la juez de instancia, la cual fue confirmada con auto No. 224 del 12 de diciembre de 2018 proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa de Rosa de Cabal, luego de que el accionante ejerciera su derecho de impugnar lo resuelto y que no fue favorable a sus intereses.

Indicó que ante reciente solicitud del accionante, se emitió el auto No.747 del 1º de marzo de 2019 en el que se negó estudiar nuevamente la petición de libertad condicional con base en la jurisprudencia de la CSJ dentro del radicado No.37488 del 15 de julio de 2008, toda vez que lo que se procura proteger es la seguridad de las decisiones tomadas por los jueces de ejecución de penas y evitar un desgaste innecesario de la administración de justicia, ya que al no introducir elementos diferentes a los ya examinados por la judicatura, la respuesta sería igualmente contraria a los intereses del condenado.  Ello es lo que ocurre con la valoración que de la conducta punible efectúa el juez de conocimiento al momento de proferir el fallo y con posterioridad examina el de ejecución de penas.
Aclaró que en la decisión del 2 de octubre de 2018, se expuso la razón por lo cual no era posible conceder la libertad condicional al señor Quiroz Ramírez, quien al haber sido capturado con casi 5 kilos de marihuana, la afectación al bien jurídico de la salud pública era altísima, lo que se traduce en el daño inminente que dicha sustancia produce en la sociedad en especial a la juventud.  Dicho argumento fue acogido por la segunda instancia al confirmar la determinación.
Manifestó que el juez ejecutor debe verificar los requisitos del artículo 64 del C.P. y no puede omitir valorar de manera previa la conducta punible, teniendo siempre como rasero la sentencia condenatoria. Como con la petición arrimada para el nuevo estudio de la libertad condicional, el accionante no allegó argumento tendiente a demostrar que con el paso del tiempo la gravedad de la conducta valorada por el juez de conocimiento ha variado, exigencia que solo puede modificarla el  legislador, las únicas afirmaciones que acompañan su escrito hacen relación al cumplimiento objetivo del tiempo requerido para la concesión del beneficio – las 3/5 partes de la pena impuesta- y su adecuado comportamiento en el sitio de reclusión, dejando de lado que la normativa que regula el asunto demanda como evaluación inicial, la valoración de la conducta punible y al ser concurrentes los requisitos, el incumplimiento de una de ellos es suficiente para negar el beneficio solicitado.  Por tal razón, la decisión del 2 de octubre de 2018 hizo tránsito a cosa juzgada, sin que se pueda hacer una nueva valoración sobre el asunto y en tal virtud, tal determinación es legal y  no afecta los derechos fundamentales del actor.  Lo anterior, con base en la sentencia de tutela de la CSJ bajo el radicado No.96738 del 27 de febrero de 2019 y en los autos del 30 de marzo de 2016 radicado No.46218, del 9 de septiembre de 2015 radiado No.46218 y del 27 de julio de 2016 radicado No.47219.

Por lo anterior, consideró que la acción de tutela  no está llamada a prosperar (Fls. 13-15).  Anexó copia de las decisiones proferidas por ese Despacho, de la petición elevada por el actor junto con los documentos allegados por la Directora del centro carcelario de Santa Rosa de Cabal (Fls. 16-27).
4. CONSIDERACIONES

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 modificado por  el Decreto 1983 de 2017, que señalan que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico

Corresponde a esta Sala determinar si la autoridad judicial accionada vulneró los derechos fundamentales invocados por el señor Juan David Quiroz Ramírez al negársele el subrogado penal de la libertad condicional que aduce tener derecho.

4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.4. La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.5. Como quiera que las inconformidades del señor Juan David Quiroz Ramírez provienen de las decisiones emitidas por las autoridades accionadas cuando negaron la libertad condicional, resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar determinaciones judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así:

“ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.5.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)”
4.5.3. La procedencia excepcional de la tutela

La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.

Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es el factor fundamental para poder examinar en sede constitucional la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: 
“(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
”.   

4.6 DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el presente asunto, el señor Juan David Quiroz Ramírez  considera que cumple con los requisitos legales para acceder a la libertad condicional; sin embargo, los juzgados accionados no accedieron a otorgarle tal beneficio con base en que la conducta por la cual fue condenado de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.  Además, consideró el actor que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas de esta ciudad no solo debe estudiar las nuevas solicitudes  de concesión de la libertad condicional y conceder los recursos de ley frente a la determinación que en ese sentido tome.
4.6.2. De acuerdo a lo planteado por el actor, es pertinente citar el actual artículo 64 del Código Penal que consagra lo relacionado a la libertad condicional y los requisitos para su concesión, de la siguiente manera: 

“Artículo  64.  Libertad condicional. Modificado por el art. 5, Ley 890 de 2004, Modificado por el art. 25, Ley 1453 de 2011, Modificado por el art. 30, Ley 1709 de 2014.  

Artículo 64. Libertad condicional. El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos:
1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.
2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.
3. Que demuestre arraigo familiar y social.
Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos los elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del arraigo.
En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento del pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del condenado.
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de considerarlo necesario.”  (Subrayas nuestras)
Debe anotarse que el texto subrayado fue declarado EXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-757 de 2014. Así mismo, el artículo 64 del Código Penal (Ley 599 de 2000), había sido revisado en sede de control de constitucionalidad, y declarado exequible en la Sentencia C-194 de 2005, en la que la Corte Constitucional dijo lo siguiente: 

“(….) En efecto, de acuerdo con la norma legal que se discute, pese a que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad somete a valoración al mismo sujeto de la condena, aquella no se adelanta ni con fundamento exclusivo en el comportamiento que fue objeto de censura por parte del juez de la causa, ni desde la misma óptica en que se produjo la condena del juicio penal. 

En primer lugar, debe advertirse que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no puede apartarse del contenido de la sentencia condenatoria al momento de evaluar la procedencia del subrogado penal. Esta sujeción al contenido y juicio de la sentencia de condena garantiza que los parámetros dentro de los cuales se adopta la providencia del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad sea restringido, es decir, no pueda versar sobre la responsabilidad penal del condenado. 

En los mismos términos, cuando la norma acusada dice que la libertad condicional podrá concederse previa valoración de la gravedad de la conducta, no significa que el Juez de Ejecución de Penas y Medida de Seguridad quede autorizado para valorar la gravedad de la conducta. Lo que la norma indica es que dicho funcionario deberá tener en cuenta la gravedad del comportamiento punible, calificado y valorado previamente en la sentencia condenatoria por el juez de conocimiento, como criterio para conceder el subrogado penal.
Adicionalmente, el juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una finalidad específica, cual es la de establecer la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario del condenado. En este contexto, el estudio del Juez de Ejecución no se hace desde la perspectiva de la responsabilidad penal del condenado –resuelta ya en la instancia correspondiente, ante el juez de conocimiento- sino desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el estudio versa sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, cuales son los ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados con el comportamiento del sentenciado en reclusión.”   (Subrayas  nuestras)
4.6.3. Para conceder la libertad condicional a un condenado, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado que el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad debe en primer lugar, revisar si la conducta fue considerada como especialmente grave y si superado ese filtro de gravedad, resulta jurídicamente posible conceder el subrogado, debe verificar los requisitos objetivos como subjetivos del condenado, tal como lo indicó en la sentencia de tutela de segunda instancia STP1602-2015 del 10 de febrero de 2015, M.P. José Leonidas Bustos Martínez, en la que se consideró entre otros, lo siguiente:
“Tenemos entonces que el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, para conceder el subrogado penal de la libertad condicional debe, en primer lugar, revisar si la conducta fue considerada como especialmente grave por el Legislador en el artículo 68A del Código Penal y en los artículos 26 de la Ley 1121 de 2006 y 199 de la 1098 de 2006. Si aplicado ese filtro de gravedad, resulta jurídicamente posible conceder el subrogado, “… el juez debe verificar, tanto el cumplimiento de los requisitos objetivos exigidos por la norma (haberse cumplido las dos terceras partes de la pena y haberse pagado la multa, más la reparación a la víctima), como el cumplimiento de los requisitos subjetivos que se derivan de la valoración de las condiciones particulares del condenado”
. 

Ese criterio jurisprudencial ha orientado las decisiones de los jueces de ejecución de penas -incluida esta Corporación
.- y la revisión constitucional de los jueces de tutela
. En resumen, la jurisprudencia ha aceptado como razonable y ajustado al ordenamiento jurídico, que los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad apliquen, en primer lugar, la regla de excepciones, por mandato explícito del legislador, y luego de ese primer filtro, procedan a analizar la aplicación de la regla general. En este segundo momento del análisis los jueces deben tener en cuenta la gravedad de la conducta, tal y como fue valorada en la sentencia condenatoria. No hay vulneración alguna en que ese elemento subjetivo se convierta en el aspecto central o motivo principal para negar la solicitud, ello tampoco constituye una vulneración del principio de non bis in ídem. 

Contrario a lo alegado por la accionante, la supresión de la expresión “gravedad” del texto normativo no resta vigencia a la orientación jurisprudencial anteriormente reseñada.

Esa afirmación encuentra sustento en la Sentencia C- 757 de 15 de octubre de 2014, en la cual la Corte Constitucional señaló que el primer inciso del artículo 64 de la Ley 599 de 2000, luego de la modificación introducida por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, es exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de la separación de poderes (C.P. art. 113). Además, tampoco desconoce la prevalencia de los tratados de derechos humanos en el orden interno. 

Sin embargo, dado que el texto resultante podría implicar la vulneración del principio de legalidad, debido a que el legislador asignó a los jueces de ejecución de penas el deber de decidir sobre la libertad condicional con base en la conducta punible, pero sin dar “los parámetros para ello”, esa Corporación condicionó la interpretación de dicha disposición en concordancia con lo ordenado en la sentencia C-194 de 2005, es decir, para conceder o negar el subrogado referido se debe tener en cuenta todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al condenado. 

En conclusión, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad analizará los requisitos para la procedencia de la libertad condicional, previa valoración de la conducta punible, esa facultad no excluye la evaluación de la gravedad de las acciones u omisiones materializadas por el condenado, tal y como quedó registrado en el fallo condenatorio.” (Subrayas nuestras)
De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, corresponde a los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad estudiar los requisitos que se deben cumplir para otorgar la libertad condicional, previa la valoración de la conducta del condenado.
4.6.4. Revisado el auto del 2 de octubre de 2018, se observa que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, luego de estudiar los documentos  que acompañaron su solicitud de libertad condicional, resolvió negarla y al respecto consideró entre otros, lo siguiente (Fls. 16-18):  
“… a pesar de que Juan David Quiroz cumple con algunos de los requisitos legalmente exigidos para acceder a la libertad condicional, el registro de la conducta registrada (sic) en la sentencia de condena obliga a negar la gracia solicitada, de lo que se concluye que Juan David debe purgar otro tanto más de la sanción que ha descontado al día de hoy, a fin de que se cumpla cabalmente con la finalidad de la pena en su doble connotación de prevención general y especial”.  
Dicha decisión fue apelada y el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, mediante auto del 12 de diciembre de 2018 la confirmó considerando (Fl. 19-21): 
“Todo lo anterior, constituye la valoración de la gravedad de la conducta punible por la cual fue condenado el señor JUAN DAVID QUIROZ RAMÍREZ, la que se mantiene incólume, pues no se degrada con el paso del tiempo ni con la purga efectivamente aflictiva de la libertad, por corresponder a aspectos inherentes al comportamiento delictual en sí mismo considerado (naturaleza, modalidad y gravedad) y no al carácter progresivo de nuestro sistema penitenciario, cuyo objetivo es preparar al condenado mediante su resocialización para la vida en libertad (artículo 142 Ley 65 de 1993) y cuya verificación está dada a través de la educación, la instrucción, el trabajo, la actividad cultural, recreativa y deportiva y las relaciones de familia (artículo 143 ídem). 
Valga aclarar, que si bien es cierto en su momento el despacho no se pronunció con relación a la gravedad de la conducta por haber sido su condena producto de una aceptación de cargos, también lo es, que la forma en que se cometió el mismo (sic), a todas luces fue grave, por haber tratado de agravar (sic) la salubridad del conglomerado social, tal y como se dijo anteriormente.”
Y el 7 de febrero de 2019 el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, ante una nueva solicitud del señor Quiroz Ramírez tendiente a que se le concediera la libertad condicional por haber purgado las 3/5 partes de la pena impuesta, se abstuvo de pronunciarse al respecto por cuanto consideró que mediante auto del 2 de octubre ya se había definido su pretensión al superar la valoración de la conducta punible y ordenó devolver el proceso al Centro de Servicios Administrativos de los JEPMS de esta ciudad (folio 27).
4.6.5.  Así las cosas, se puede concluir que al señor Quiroz Ramírez ha podido ejercer sus  derechos a la defensa y contradicción y en este asunto en concreto, las providencias emitidas por los despachos judiciales accionados fueron proferidas en el curso de un procedimiento con plenas garantías legales y constitucionales, toda vez que las mismas fueron sustentadas en el ordenamiento jurídico vigente que permite a los funcionarios negar el beneficio reclamado con base en la gravedad de la conducta cometida, lo que imposibilita la intervención del juez de tutela, tal como lo ha referido la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión de Tutelas
, así:  “La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas.  También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso la judicatura actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales.

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo…” (Subrayas nuestras)

4.6.6. Por tal razón, la Sala considera que en las determinaciones atacadas por el accionante se estudiaron los requisitos legales para negar el subrogado penal reclamado por el mismo, en las que concluyeron que por la gravedad de la conducta cometida por el señor Quiroz Ramírez debía continuar purgando su pena en centro carcelario conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales que en ese sentido se ha referido la Corte Suprema de Justicia.  En tal virtud, no se ha configurado una vía de hecho con lo decidido, máxime que para llegar a tal conclusión se tendría que hacer un juicio riguroso de las normas y la Constitución, lo que conllevaría una transgresión a los  principios de cosa juzgada y de juez natural,  tal y como lo  advirtió la Corte Constitucional en la sentencia  SU-087 de 1999, de la que fue ponente el H. M. José Gregorio Hernández, en la cual se dijo lo siguiente:  

"...la vía judicial de hecho -que ha sido materia de abundante jurisprudencia- no es una regla general sino una excepción, una anormalidad, un comportamiento que, por constituir burdo desconocimiento de las normas legales, vulnera la Constitución y quebranta los derechos de quienes acceden a la administración de justicia. Es una circunstancia extraordinaria que exige, por razón de la prevalencia del Derecho sustancial (artículo 228 C.P.), la posibilidad, también extraordinaria, de corregir, en el plano preferente de la jurisdicción constitucional, el yerro que ha comprometido o mancillado los postulados superiores de la Constitución por un abuso de la investidura.  "Naturalmente, ese carácter excepcional de la vía de hecho implica el reconocimiento de que, para llegar a ella, es indispensable la configuración de una ruptura patente y grave de las normas que han debido ser aplicadas en el caso concreto" (Cfr. Revisión. Sentencia T-492 del 7 de noviembre de 1995. Corte Constitucional). 

4.6.7. Igualmente, para que la acción de tutela resulte procedente frente a una providencia judicial, es necesario que la parte actora identifique los hechos que generaron la vulneración de los derechos, y que los mismos los hubiere alegado en instancia, lo que en este asunto no sucedió, habida cuenta que el accionante solo argumentó su descontento con lo decidido por los funcionarios demandados en que para negar la libertad condicional  se habían referido a la gravedad de la conducta y no a los demás requisitos subjetivos para otorgarle el subrogado.  De tal manera que la ausencia de identificación del defecto o causal de la vía de hecho, hace improcedente el amparo invocado. Al respecto, la doctrina ha reiterado que: “Si bien la acción de tutela fue diseñada para que el ciudadano corriente concurriera en la defensa de sus derechos de modo inmediato y sin necesidad de hacerse representar por abogado, para el caso concreto contra providencias acontece el escenario de la sofisticación: la proposición y la defensa de la vía de hecho es hoy una técnica muy sofisticada, que utiliza un lenguaje propio y que se despliega en un gran número de reglas jurisprudenciales. Por eso la proposición de la vía de hecho, se ha vuelto cada vez más formal, resultando necesaria: la presentación precisa de los hechos, de modo que se evidencia claramente la violación de los derechos fundamentales; la especificación de los derechos vulnerados, y más precisamente, la identificación del defecto o de la causal especial de procedibilidad que ha configurado propiamente la vía de hecho”
.   (Subrayado fuera de texto). 

4.6.8. Además, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:  “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas fuera del texto original)
4.6.9. En lo que respecta a lo decidido por la Jueza 4ª de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, mediante auto del 7 de febrero de 2019 en el que se abstuvo de pronunciarse frente al último pedimento del actor tendiente a que se le concediera la libertad condicional, esta Colegiatura considera que dicha determinación no vulnera derechos fundamentales al accionante toda vez que este no presentó nuevos elementos que permitieran a esa funcionaria estudiar de fondo su petición y por lo tanto, no estaba obligada resolver lo que previamente había definido en el auto del 2 de octubre de 2018, providencia que fue confirmada por la Jueza Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal.  Al respecto, la Corte Suprema de Justicia advirtió
: “(…) aunque el acceso a la administración de justicia constituye un derecho fundamental que implica la resolución de fondo, pronta y oportuna de los asuntos puestos a consideración de los órganos jurisdiccionales, tal premisa no implica el deber de las autoridades de ejecución de penas y medidas de seguridad de pronunciarse sustancialmente respecto de asuntos previamente definidos en providencias ejecutoriadas (…)”
4.6.10. Por las razones antes expuestas, la Sala concluye que el amparo invocado por el actor no cumple los requisitos de procedencia frente a decisiones judiciales, toda vez que la acción impetrada busca convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo relacionado con la validez de la determinación que se ha adoptado en su caso frente a las negativas de conceder la libertad condicional al señor Juan David Carmona Restrepo, por lo que de admitirse la discusión propuesta en la demanda, sería desconocer los principios que orientan la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio contenidas en el artículo 29 de la Norma Superior.  

Por lo tanto, el amparo invocado es improcedente.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por el señor Juan David Quiroz Ramírez en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y el Juzgado  Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, ambos de Risaralda.

SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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